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Tribunal Constitucional, Pleno.

Sentencia de 16 de febrero de 2017, rec. 1012/2015

Ponente: Adela Asua Batarrita

Cuestión de Inconstitucionalidad. Principio de capacidad económica. Impuesto sobre el incremento del valor 
de los terrenos. Guipúzcoa. 

El principio constitucional de capacidad económica no permite al legislador que grave riquezas ficticias, inexistentes 
o inexpresivas de la capacidad económica. En este caso, se impugnan los artículos 1, 4 y 7,4 de la Norma Foral 16/1989 
del Territorio Histórico en los que se determina, sin admitir prueba en contrario, que por el solo hecho de haber 
sido titular de un terreno de naturaleza urbana en un determinado período temporal –entre uno y veinte años-, se 
revela un incremento de valor y una capacidad económica sujeta a tributación. Nulidad de los citados preceptos en 
la medida en que someten a tributación situaciones inexpresivas de capacidad económica sin capacidad de acreditar 
prueba en contrario.

Fundamentos jurídicos

2.	 (…) Es constitucionalmente admisible que “el legislador establezca impuestos que, sin desconocer o contradecir 
el principio de capacidad económica, estén orientados al cumplimiento de fines o a la satisfacción de intereses 
públicos que la Constitución preconiza o garantiza”, bastando con que “dicha capacidad económica exista, como 
riqueza o renta real o potencial en la generalidad de los supuestos contemplados por el legislador al crear el 
impuesto, para que aquél principio constitucional quede a salvo”. Eso sí, en ningún caso podrá el legislador 
establecer un tributo tomando en consideración actos o hechos que no sean exponentes de una riqueza real o 
potencial, o, lo que es lo mismo, en aquellos supuestos en los que la capacidad económica gravada por el tributo 
sea, no ya potencial, sino inexistente, virtual o ficticia. Esto es, si el hecho imponible “es el acto o presupuesto 
previsto por la ley cuya realización, por exteriorizar una manifestación de capacidad económica, provoca el 
nacimiento de una obligación tributaria”, es patente que el tributo tiene que gravar un presupuesto de hecho 
revelador de capacidad económica, por lo que “tiene que constituir una manifestación de riqueza”, de modo 
que la “prestación tributaria no puede hacerse depender de situaciones que no son expresivas de capacidad 
económica”. 

(…)

Distinta es la consideración del principio de capacidad económica como “medida” de la tributación y, por 
tanto, como “criterio” de graduación de la misma. Sobre este particular hemos señalado que este aspecto no 
se relaciona “con cualquier figura tributaria en particular, sino con el conjunto del sistema tributario”, operando 
como un “criterio inspirador del sistema tributario”, razón por la cual, “aun cuando el principio de capacidad 
económica implica que cualquier tributo debe gravar un presupuesto de hecho revelador de riqueza, la concreta 
exigencia de que la carga tributaria se ‘module’ en la medida de dicha capacidad sólo resulta predicable del 
‘sistema tributario’ en su conjunto”, de modo que “sólo cabe exigir que la carga tributaria de cada contribuyente 
varíe en función de la intensidad en la realización del hecho imponible en aquellos tributos que por su naturaleza 
y caracteres resulten determinantes en la concreción del deber de contribuir al sostenimiento de los gastos 
públicos que establece el art. 31.1 CE”.

(…)
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3.	 (…)Se puede decir, entonces, que el impuesto sobre el incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana 
es un tributo que, según su configuración normativa, grava el “incremento de valor” que experimenten los 
terrenos (art. 1.1), “puesto de manifiesto en el momento del devengo”, esto es, en el momento de la trasmisión 
de la propiedad del terreno [arts. 4.1 y 6.1 a)] y que se ha “experimentado a lo largo de un período máximo de 
20 años” (art. 4.1). Aunque de acuerdo con la regulación del tributo su objeto es el “incremento de valor” que 
pudieran haber experimentado los terrenos durante un intervalo temporal dado, que se cuantifica y somete a 
tributación a partir del instante de su transmisión, sin embargo, el gravamen no se anuda necesariamente a la 
existencia de ese “incremento” sino a la mera titularidad del terreno durante un período de tiempo computable 
que oscila entre uno (mínimo) y veinte años (máximo). Basta, entonces, con que se sea titular de un terreno 
de naturaleza urbana para que el legislador anude a esta circunstancia, como consecuencia inseparable e 
irrefutable, un incremento de valor sometido a tributación que cuantifica de forma automática, mediante la 
aplicación al valor que tengan a efectos del impuesto sobre bienes inmuebles al momento de la transmisión 
de un porcentaje fijo por cada año de tenencia [arts. 4.2 a) y 4.3], con independencia no sólo del quantum real 
del mismo, sino de la propia existencia de ese incremento. Según esto, no estamos, pues, ante un impuesto 
que someta a tributación una transmisión patrimonial, pues el objeto del tributo no se anuda al hecho de la 
transmisión, aunque se aproveche esta para provocar el nacimiento de la obligación tributaria; tampoco 
estamos ante un impuesto que grave el patrimonio, pues su objeto no es la mera titularidad de los terrenos, 
sino el aumento de valor (la renta) que han experimentado con el paso del tiempo; estamos, entonces, ante un 
impuesto que somete a tributación, en principio, la renta potencial que deriva de la titularidad de un terreno de 
naturaleza urbana puesta de manifiesto con ocasión de su transmisión [de hecho, para evitar la doble imposición 
que el gravamen municipal generaba con el impuesto sobre la renta de las personas físicas, si bien se previó, en 
su origen, la deducción en la cuota de este último, del 75 por 100 de la cuota del impuesto municipal, cuando 
correspondiesen a alteraciones patrimoniales de las que hubiesen derivado incrementos patrimoniales sujetos 
efectivamente a aquel Impuesto [art. 78.7 b) de la Norma Foral 13/1991, de 27 de diciembre, del impuesto sobre 
la renta de las personas físicas] luego pasaría a ser considerada como un gasto deducible en la base imponible 
(arts. 43.3 y 44 de la Norma Foral 8/1998, de 24 de diciembre, del impuesto sobre la renta de las personas físicas; 
arts. 47.3 y 48 de la Norma Foral 10/2006, de 29 de diciembre, del impuesto sobre la renta de las personas físicas; 
y arts. 45.3 y 46 de la Norma Foral 3/2014, de 17 de enero, del impuesto sobre la renta de las personas físicas).

A la vista de lo que antecede, es necesario precisar que, como ya hemos tenido la oportunidad de señalar, la 
titularidad de un bien inmueble urbano (no arrendado) supone la manifestación de una capacidad económica 
que conecta con la atribución de un rendimiento potencial a efectos del impuesto sobre la renta de las personas 
físicas (STC 295/2006, de 11 de octubre, FJ 6), de la misma manera que lo hace, por ejemplo, la titularidad de una 
finca rústica a efectos del impuesto andaluz sobre tierras infrautilizadas (STC 37/1987, de 26 de marzo, FJ 13) o el 
mero ejercicio de una actividad económica en relación con el impuesto municipal sobre actividades económicas 
(STC 193/2004, de 4 de noviembre, FJ 4). En consecuencia, es plenamente válida la opción de política legislativa 
dirigida a someter a tributación los incrementos de valor mediante el recurso a un sistema de cuantificación 
objetiva de capacidades económicas potenciales, en lugar de hacerlo en función de la efectiva capacidad 
económica puesta de manifiesto. Ahora bien, una vez hecha la precisión que antecede, es importante tener 
presente que una cosa es gravar una renta potencial (el incremento de valor que presumiblemente se produce 
con el paso del tiempo en todo terreno de naturaleza urbana) y otra muy distinta es someter a tributación 
una renta irreal, diferencia esta que es importante subrayar “porque, si así fuese, es evidente que el precepto 
cuestionado sería contrario al principio constitucional de capacidad económica, dado que —como hemos 
venido señalando— dicho principio quiebra en aquellos supuestos en los que la capacidad económica gravada 
por el tributo sea no ya potencial sino inexistente o ficticia” (STC 295/2006, de 11 de octubre, FJ 5).

Pues bien, no cabe duda de que los preceptos cuestionados fingen, sin admitir prueba en contrario, que 
por el solo hecho de haber sido titular de un terreno de naturaleza urbana durante un determinado período 
temporal (entre uno y veinte años), se revela, en todo caso, un incremento de valor y, por tanto, una capacidad 
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económica susceptible de imposición, impidiendo al ciudadano cumplir con su obligación de contribuir, no de 
cualquier manera, sino exclusivamente “de acuerdo con su capacidad económica” (art. 31.1 CE). Así las cosas, 
al establecer el legislador la ficción de que ha tenido lugar un incremento de valor susceptible de gravamen al 
momento de toda transmisión de un terreno por el solo hecho de haberlo mantenido el titular en su patrimonio 
durante un intervalo temporal dado, soslayando, no solo aquellos supuestos en los que no se haya producido 
ese incremento, sino incluso aquellos otros en los que se haya podido producir un decremento en el valor del 
terreno objeto de transmisión, lejos de someter a gravamen una capacidad económica susceptible de gravamen, 
les estaría haciendo tributar por una riqueza inexistente, en abierta contradicción con el principio de capacidad 
económica del citado art. 31.1 CE

6.	 (…)Conforme a lo dicho, no es posible asumir la interpretación salvadora de la norma cuestionada que se 
propone porque, al haberse establecido un método objetivo de cuantificación del incremento de valor, la 
normativa reguladora no admite como posibilidad ni la eventual inexistencia de un incremento ni la posible 
presencia de un decremento (el incremento se genera, en todo caso, por la mera titularidad de un terreno de 
naturaleza urbana durante un período temporal dado, determinándose mediante la aplicación automática al 
valor catastral del suelo en el momento de la transmisión de los coeficientes previstos en el art. 4.3 de la Norma 
Foral 16/1989). Es más, tampoco permite, siquiera, la determinación de un incremento distinto del derivado de 
“la aplicación correcta de las normas reguladoras del impuesto” (art. 7.4 de la Norma Foral 16/1989).

Es cierto que el art. 104.1 de la Norma Foral 2/2005, de 8 de marzo, general tributaria del territorio histórico de 
Gipuzkoa, prevé que “[l]as presunciones establecidas por las normas tributarias pueden destruirse mediante 
prueba en contrario, excepto en los casos en que expresamente se prohíba por Norma Foral”. Pero en el caso 
analizado, como ya hemos tenido la oportunidad de señalar con anterioridad, estamos en presencia de una 
auténtica ficción jurídica conforme a la cual la mera titularidad de un terreno de naturaleza urbana genera, en 
todo caso, en su titular, al momento de su transmisión y al margen de las circunstancias reales de cada supuesto, 
un incremento de valor sometido a tributación, respecto del cual, la norma no permite acreditar un resultado 
diferente al resultante de la aplicación de las reglas de valoración que contiene.

Admitir lo contrario supondría reconstruir la norma en contra del evidente sentido que se le quiso dar y aceptar 
que se ha dejado al libre arbitrio del aplicador (a los entes locales, en vía de gestión, o a los órganos judiciales, 
en vía de revisión), tanto la determinación de los supuestos en los que nacería la obligación tributaria, como 
la elección, en cada caso concreto, del modo de llevar a cabo la determinación del eventual incremento o 
decremento, lo que chocaría, no sólo contra el principio de seguridad jurídica (art. 9.3 CE), sino contra el propio 
principio de reserva de ley que rige la materia tributaria (arts. 31.3 y 133.1 y 2, ambos de la Constitución).

7.	 Antes de pronunciar el fallo al que conduce la presente Sentencia, debe dejarse bien sentado que el impuesto 
sobre el incremento del valor de los terrenos no es, con carácter general, contrario al Texto Constitucional, en 
su configuración actual. Lo es únicamente en aquellos supuestos en los que somete a tributación situaciones 
inexpresivas de capacidad económica, esto es aquellas que no presentan aumento de valor del terreno al 
momento de la transmisión. En consecuencia, deben declararse inconstitucionales y nulos los arts. 4.1, 4.2 a) 
y 7.4, de la Norma Foral 16/1989, de 5 de julio, del impuesto sobre el incremento de valor de los terrenos de 
naturaleza urbana del territorio histórico de Gipuzkoa, únicamente en la medida en que someten a tributación 
situaciones inexpresivas de capacidad económica, impidiendo a los sujetos pasivos que puedan acreditar esta 
circunstancia. 


